Comentario a las sentencias sobre el derecho de asociación y el derecho a la buena fama
Este curioso proceso penal, que ha merecido pronunciamientos en tres instancias sucesivas, pone el clara evidencia la necesidad del respeto de los límites en el ejercicio de los propios derechos, sin el cual se corre el riesgo de avasallar, con daños más o menos graves, los de los demás miembros de la Iglesia. Las sentencias de las tres instancias son coincidentes en ello, ajustándose a derecho en sus decisiones, como debe hacer siempre la autoridad en el ejercicio de su propia función.

La sentencia de primera instancia

El Señor X (actor), perteneciente a la Asociación Z (demandada), asociación publica de fieles, presentó demanda contra ésta, acusándola, según se desprende de la fórmula de dudas fijada en primera instancia, de violar su derecho de asociación reconocido por el 215, y su derecho a la buena fama, reconocido por el canon 220 (cf. n. 3).

Se aplicó el proceso contencioso oral
, una novedad que aportó el actual Código de Derecho Canónico, promulgado en el año 1983. Conforme a ello, en primera instancia actuó un Juez único
.

Habiéndose celebrado la audiencia en que las partes presentan las pruebas y se realiza la discusión de la causa, el Juez de primera instancia declaró que constaban ambos capítulos de la fórmula de dudas, es decir que la Asociación Z había violado el derecho de asociación que el canon 215 reconoce al Señor X, y también su derecho a la buena fama, conforme al canon 220 (cf. n. 10).
La Asociación Z es reconocida por el Juez y por las partes como una asociación pública de fieles, con estatutos aprobados por la autoridad eclesiástica correspondiente, el Obispo diocesano
.

El actor había renunciado a su función como Protesorero de la Junta Directiva de la Asociación Z, y su renuncia fue aceptada de inmediato (cf. n. 7). La Junta Directiva, después de hacer una denuncia penal contra el actor y su hermano
 en el foro civil, por supuesta administración fraudulenta, decidió suspender a ambos en su condición de socios de la Asociación Z, con carácter preventivo, hasta tanto se expidiera la justicia civil (cf. n. 7).

Esta medida no está prevista ni en el derecho universal ni en el derecho propio de la Asociación Z, por lo cual el Juez de primera instancia consideró que no había sido respetado el derecho de asociación del Señor X. No existiendo norma alguna en los propios estatutos que se refiera a la suspensión o expulsión de miembros, la Asociación Z, conforme al canon 316 § 2, debería haber recurrido al Obispo diocesano para resolver la situación, cosa que no hizo (cf. n. 8).
En cuanto a la segunda parte de la demanda, sobre el derecho a la buena fama, el Juez de primera instancia tiene en cuenta que la Asociación Z, al afirmar que la suspensión del Señor X se ha hecho conforme al artículo 2 de los estatutos, que dice que pueden ser expulsados de la Junta Directiva los fieles que no profesan la fe católica o no observan una conducta moral conforme a sus preceptos, está dando a entender que el Señor X está comprendido por al menos una de estas dos situaciones. Esta suposición, afirma la sentencia de primera instancia, no puede hacerse sino con situaciones objetivas y demostradas en un proceso legítimo
. Además, la Asociación Z relaciona la suspensión aplicada al Señor X con el proceso en el foro civil por presunta administración fraudulenta. Frente a la defensa esgrimida por la Asociación Z, afirmando que pocos han tomado conocimiento de la suspensión, y que por lo tanto no se ha afectado la buena fama, responde la afirmación del Juez de primera instancia, poniendo en claro que el acta de la Asociación Z donde consta la suspensión y la carta documento con la que se la notifica al Señor X, son por su naturaleza documentos de carácter público. Aunque la Asociación Z tenía el derecho de denunciar al señor X en el foro civil si creía con suficientes fundamentos que había incurrido en administración fraudulenta, su exceso fue dar por demostrados los hechos que se estaban investigando en ese foro, y que no se habían ni denunciado ni probado en el foro canónico (cf. n. 9).

Por lo tanto, deben darse por bien fundamentadas las respuestas de la sentencia de primera instancia a las preguntas de la fórmula de dudas, afirmando en consecuencia que consta que la Asociación Z ha lesionado el derecho de asociación y a la buena fama del Señor X.

La sentencia de segunda instancia

La Asociación Z apeló la sentencia de primera instancia, interponiendo además querella de nulidad contra la misma. El tribunal de primera instancia desestimó la querella de nulidad y elevó la apelación al tribunal de segunda instancia. Este tribunal, en su primera decisión, declaró la nulidad de la desestimación de la querella de nulidad hecha por el tribunal de primera instancia ya que, conforme a derecho, cuando ésta va unida a la apelación, debe ser resuelta por el tribunal de apelación
 (cf. n. 4). Finalmente la parte demandada desistió de la querella de nulidad y se fijó la fórmula de dudas, con el mismo contenido que en la primera instancia (cf. nn. 4-5). Se admitieron pruebas documentales y se desestimaron las testimoniales (cf. nn. 7-8).
La sentencia de segunda instancia reconoce el derecho de la Junta Directiva de la Asociación Z de suspender o expulsar uno de sus miembros, pero al mismo tiempo afirma que, conforme a lo que obra en la causa, el Señor X ya no la integraba cuando se le aplicó la suspensión (cf. n. 24).

Debe destacarse el razonamiento de la sentencia de segunda instancia sobre la defensa de la Asociación Z, que afirma que con la suspensión del Señor X, no se lesionó ninguno de sus derechos. Si así fuera, dice la sentencia, la suspensión no tiene ningún contenido, y en ese caso hay que estimarla no sólo ineficaz, sino también inexistente (cf. n. 26).

Por otra parte, la sentencia de segunda instancia reconoce que la mención de la suspensión que la Asociación Z aplicó al Señor X en un documento público, afecta objetivamente la fama del interesado (cf. n. 27).
En consecuencia, la sentencia de segunda instancia confirma la de primera instancia y además declara inexistente la suspensión aplicada por la Asociación Z al Señor X, ordena a la Asociación Z abstenerse de cualquier acción que impida o limite el ejercicio de los derechos del Señor X en ella, y por último ordena a la Asociación Z  que publique la sentencia en un periódico de la ciudad sede, para reparar la buena fama del Señor X (cf. n. 30).

La sentencia de la Rota Romana

La Asociación Z interpuso querella de nulidad sobre la sentencia del tribunal de segunda instancia, y una nueva proposición de la causa a tenor de los cánones 1643-1648, considerando que no se trataba de cosa juzgada, y que correspondía la restitutio in integrum.

El tribunal de segunda instancia consideró que no había lugar para la querella de nulidad y para la restitutio in integrum, y que además no correspondía una nueva proposición de la causa, ya que en este caso no se trataba del estado de las personas, y consecuentemente las dos sentencias conformes hacían cosa juzgada
. La parte demandada entonces envió la causa a la Rota Romana (cf. n. 4).
La parte demandada consideró que las sentencias de primera y segunda instancia no conformaban una doble sentencia conforme, ya que habían sido publicadas de forma diversa. A lo cual la sentencia de la Rota Romana responde diciendo que para que se pase a cosa juzgada no hace falta que dos sentencias conformes utilicen un mismo modo de publicación; bastará en cambio que se trate de “dos sentencias conformes entre los mismos litigantes, sobre la misma petición hecha por los mismos motivos”
. Para la mencionada conformidad no es necesario el mismo modo de publicación, ya que se trata de un elemento accesorio, que no afecta al objeto y a la causa (cf. n. 7).
En cuanto a la querella de nulidad, la parte demandada aduce que corresponde declararla porque la sentencia de segunda instancia no responde a todas las argumentaciones de su abogado. La sentencia de la Rota Romana responde haciendo todo el elenco de seis los argumentos del abogado de la parte demandada, y señalando que los únicos dos que tienen que ver con la causa tratada, los límites del derecho de asociación a favor del bien público y la no violación del derecho a la buena fama ya que la sanción no ha sido de hecho conocida, son perfectamente respondidos por la sentencia de segunda instancia (cf. n. 8).

La restitutio in integrum pretendida por la parte demandada, es rechazada de plano por la Rota Romana, ya que considera que la Asociación Z no indica qué ley ha sido violada con la sentencia, ni se exponen argumentos que fundamenten la pretensión de la parte (cf. n. 9).
Finalmente, en cuanto a la nueva proposición de la causa, también la sentencia de la Rota Romana admite plenamente el argumento de la sentencia de segunda instancia, según el cual la causa no puede considerarse incluida en el canon 1643, que se refiere sólo a las causas sobre el estado de las personas. Cuando se trata, en cambio, de la suspensión o expulsión de un fiel de una asociación, no se da ningún cambio en el estado de la persona (cf. n. 10). 

Conclusión

Hay que destacar, en primer lugar, la importancia que tienen los primeros cánones del Libro II del Código, que reúnen por primera vez en un texto legislativo de la Iglesia los deberes y derechos fundamentales que corresponden a todos los fieles por su condición de tales
. Justamente dos de estos derechos, el derecho de asociación y el derecho a la buena fama
, provenientes del bautismo y custodiados por el ordenamiento canónico, son los que reclama el actor de esta causa, afirmando que han sido conculcados por la parte demandada. La claridad legislativa con la que estos deberes y derechos son señalados por el Código permite que los fieles tomen conciencia de los mismos, y reclamen por su debido respeto, por parte de todos los miembros del ordenamiento canónico.

Por otra parte, en esta causa una vez más se pone en evidencia la utilidad del ordenamiento canónico tanto para la tutela de los derechos, como para su ejercicio eficaz. En este caso abordado por las tres sentencias que hemos comentado, el ordenamiento canónico brindó al Señor X la posibilidad de defender sus derechos ante el avasallamiento de los mismos realizado por la Asociación Z. Aunque, justo es decirlo, el mismo ordenamiento canónico brindaba a la Asociación Z la posibilidad de aplicar las sanciones que considerara oportunas, sujetándose a derecho. Para lo cual, dado que no tenía la habilitación de los propios estatutos para aplicar un suspensión o un expulsión de uno de sus miembros, debería haber recurrido a la autoridad de la que dependía, y debería haber probado, con el debido derecho de defensa otorgado al acusado, las violaciones al ordenamiento canónico que hacían a uno de sus miembros pasible de dichas sanciones.

Podemos concluir nuestro comentario llamando la atención sobre el inmenso trabajo procesal, prolongado a lo largo de tres instancias, que podría haberse evitado con la sola precaución de la Asociación Z de actuar en las circunstancias del caso conforme a derecho, o al menos habiéndose asesorado suficientemente después de realizada su acción jurídica improcedente, para dar marcha atrás a tiempo y corregir el error, en vez de insistir en una posición sin fundamento canónico. La seguridad jurídica reclama siempre, y también en este caso, que quien realiza cualquier acto de autoridad dentro de la comunidad eclesial, lo realice no sólo conforme a la verdad, sino también conforme al ordenamiento canónico, que tutela los derechos de los fieles.
Alejandro W. Bunge
Derecho de asociación y a la buena fama

Primera instancia (Contencioso oral)
Señor X – Asociación Z
In nomine Domine

Bajo el Supremo Pontificado de Juan Pablo II, el 15.6.99, el Pbro. Dr. Carlos Ignacio Heredia, Vicario Judicial Adjunto y Relator en esta causa, entre el Señor X (parte actora) y la Asociación Z (parte demandada), dictó la siguiente sentencia definitiva en primer grado:

I. Las circunstancias
1. La parte actora, Señor X, con domicilio real en D1, de la ciudad de D1, designó como su Abogado y Procurador a A1, quien fijó domicilio legal en D2, de la ciudad de C1.

Por la parte demandada, los Sres. A2 y A3, con domicilio social en D3 del la ciudad de C1, acreditaron la representación legítima de la Asociación Z en virtud del art. 13 del Estatuto (f. 77), y del acta electiva del 22.11.97 (f. 69) y de su complemento del 18.7.98 (f. 72). Designaron su Abogado y Procurador a A4, con el mismo domicilio de dicha parte.

2. Mediante carta documento del 21.11.98, el Señor X puso en conocimiento del Arzobispo de Córdoba algunos hechos agraviantes para con su persona presuntamente realizados por el R.P. P1, en cuanto Capellán de la Asociación Z (f. 1). En respuesta al mismo, el Arzobispo remitió el asunto a este Tribunal Interdiocesano (f. 2), por lo cual el Señor X solicitó nuestra intervención el 17.2.99 (f. 3-51).

Luego de algunas precisiones, el infrascripto citó a las partes para intentar una conciliación a tenor del c. 1446 § 2 (fs. 52-55). La audiencia de conciliación tuvo lugar el 17.3.99, sin llegar al efecto deseado (f. 56).

Posteriormente, tanto el Capellán como la Junta Directiva manifestaron que debía correrse vista del asunto a los legítimos representantes de la Asociación (fs. 58-87).

3. Dado el infructuoso intento de conciliación, el Señor X realizó, a tenor del c. 1658, su petición oral el 13.4.99 (f. 88), la cual fue admitida al día siguiente, designándose como Asesores de la causa a los Pbros. P2 y Lic. P3 (f. 89).

La parte demandada respondió a fs. 90-99, planteándose una excepción y aparentemente una acción reconvencional, por lo cual se dio traslado a la parte actora a tenor del c. 1660 (fs. 100-127).

El 24.5.99, el Juez -citando a la Audiencia- determinó la fórmula de dudas que consta a fs. 129 en los siguientes términos:

“Si consta en el caso que la Asociación Z (parte demandada) ha violado los derechos del Señor X (parte actora):

1. al derecho de asociación, a tenor del c. 215;

2. al derecho a la buena fama, a tenor del c. 220.”
Ambas partes presentaron sus escritos previos a la Audiencia, los que fueron receptados a pesar de ser extemporáneos (fs. 133-138).

La Audiencia se celebró el 15.6.99 como consta a fs. 139-143.

II. En derecho
4. El c. 215, como lo señala unánimemente la doctrina, incluye el derecho de fundar asociaciones, asociarse, dirigir su vida y permanecer en una determinada asociación, siempre a tenor del derecho eclesial vigente.

En el derecho universal, respecto de cualquier asociación de fieles, el c. 308 establece: “Nadie legítimamente adscripto será expulsado de una asociación, sino por justa causa a tenor del derecho y de los estatutos”. Particularmente, respecto de las asociaciones públicas, en la cual se incluye la Asociación Z, el c. 316 § 2 dispone: “Quienes legítimamente adscriptos, hayan caído en el caso sobre el que se habló en el § 1, serán con previa amonestación expulsados de la asociación, observando los estatutos de ésta y quedando a salvo el derecho de recurso a la autoridad eclesiástica sobre la que se habló en el can. 312 § 1”. Los casos mencionados son quien “públicamente haya abjurado de la fe católica o se haya separado de la comunión eclesiástica o haya sido condenado con excomunión impuesta o declarada” (c. 316 § 1). Esta tutela jurídica tiene su último correlato en el derecho penal, al establecer el c. 221 § 3 que “los fieles tienen el derecho de no ser sancionados con penas canónicas, si no es a tenor de la ley”.

5. El c. 220 dispone: “A nadie le es lícito lesionar ilegítimamente la buena fama de que alguien goza”.

III. Los hechos
Derecho de asociación (c. 215)

6. El 4 de marzo de 1919, el Vicario General de la Orden Z determinó: “erigimos, de nuevo para seguridad la Asociación, bajo el título de Z en la mencionada Iglesia, y así erigida la unimos y agregamos a la archiasociación de Z o Y para el efecto de comunicar a la misma Asociación y a cada una de las personas de uno y otro sexo inscriptas en la misma de presente y para lo futuro, todas y cada una de las Indulgencias, privilegios y gracias espirituales” (fs. 75v).

Entre las condiciones se establece que se requiere el consentimiento del Ordinario (1°) y “que se examinen y aprueben por el Ordinario del lugar los estatutos de las Asociaciones y puedan ser corregidos por el mismo” (4°).

Coherente con ello, la “Constitución reformada de la Asociación Z, erigida en la iglesia y convento de Z de C1”, redactado el 4.12.32, fue aprobado por el Provincial de Argentina de la Orden de Z el 16.12.32, aprobado por el Vicario General de Córdoba el 23.12.32 (f. 77c-78).

La Asociación Z, además, había obtenido y mantuvo luego de la reforma de sus Estatutos, la personería jurídica concedida en la Provincia de C1 (f. 78).

En cumplimiento del art. 14 de la Constitución, el Reglamento interno redactado el 20.10.35, fue aprobado el 25.10.35 por el Provincial de Argentina, y fue aprobado por el Vicario General de Córdoba el 7.8.52 (fs. 84-85). La Asociación Z es, por lo tanto, una asociación de fieles dependiente de la Orden Z (c. 303), con personalidad jurídica civil subsistente ratificada por Decreto del Gobernador de C1, fechado el 17.1.33 (f. 78).

Erigida legítimamente por la Orden Z, el Obispo diocesano de Córdoba concedió su consentimiento para su funcionamiento en C1 (cf. c. 312 § 2), estando bajo la vigilancia del Obispo de Córdoba a tenor del c. 305.

Por participar del carácter público que corresponde a todos los Institutos de vida consagrada, cual es la Orden Z, la Asociación Z es una asociación pública y sus bienes, a tenor del c. 1257 § 1, son bienes eclesiásticos, como lo reconoce expresamente la parte demandada a fs. 91v y 93. Debemos recordar al respecto que hasta 1983, todas las asociaciones -cualesquiera fuera su nombre- eran asociaciones públicas. Solamente a partir de la promulgación del CIC vigente comienzan a existir asociaciones privadas, las cuales desde 1923 eran denominadas «laicales».

7. El Señor X presentó su renuncia como Protesorero de la Junta Directiva de la Asociación Z el 18.7.98, la cual fue aceptada de inmediato (cf. fs. 70-73: Acta 424). Desconocemos si se realizó la mencionada la Asamblea Extraordinaria para la renovación de las autoridades convocada a los sesenta días, pues de haberse realizado serían esas las autoridades que representarían legítimamente a dicha Asociación y tal su sustento. Sin embargo, se ha presentado para acreditar la representación el acta del 22.11.97 (fs. 68-69).

El 7.12.98, la Junta Directiva dispuso cuanto sigue: “Atento la gravedad de los hechos sucedidos y actos realizados durante la administración anterior de esta Asociación hasta el 18-7-98, cuya investigación se solicitó a la justicia mediante denuncia penal, y la actitud intimidatoria asumida por el Señor X y su hermano con posterioridad a su renuncia a los cargos que detentaban en la Junta Directiva, en contra de la Asociación y los miembros de la Junta Directiva, resuelve por unanimidad suspender a ambos en su condición de socios de la entidad en virtud de lo establecido por el art. 2 de la Constitución oficial de la Asociación, y hasta tanto se expida la Justicia, acordando comunicarles a ambos esta decisión” (f. 60: Acta 429).

Por carta documento del 10.12.98, se comunicó a la parte demandada lo siguiente: “encontrándose pendiente dicha investigación por los actos ejecutados en esta Entidad en el largo período de la administración anterior, así como la actitud posterior asumida por usted y su hermano en relación a esta Entidad y a las personas que integran la Junta Directiva, el tenor de sus múltiples cartas documentos, como a la que se refiere la presente, de carácter intimidatorio, le hacemos saber que la Junta Directiva, sin anticipar juicio, ya que será la Justicia a través de sus órganos competentes quien debe expedirse, ha decidido suspenderlo a usted en su condición de socio de la misma, de conformidad a lo previsto en el art. 2 de la Constitución oficial de la Asociación, a partir del día 07 de Diciembre del cte. año 1998” (f. 96).

Con posterioridad, el 2.2.99, la Junta Directiva determina: “Se lee la Carta Documento recibida y visto que la causa judicial se encuentra en trámite, que en la misma el Socio Señor X se encuentra imputado junto a su hermano por ppssa. de administración fraudulenta con motivo de su gestión de administración de la Asociación, que la suspensión de su condición de socio es de carácter preventivo y no lesiona ningún derecho del mismo ya que se le reconocen los servicios materiales que dicha condición supone, por ello se considera unánimemente esperar la resolución de la justicia” (f. 102v: Acta 431).

La parte actora afirma no haber conocido sino hasta esta causa tal condición preventiva de su suspensión (cf. f. 106).

8. El art. 2 de la Constitución afirma: “La Asociación admitirá en su seno a todos los que profesen la Religión Católica, apostólica, romana y observen una conducta moral conforme a sus preceptos”.

En la contestación al escrito de demanda se afirma que, en el caso, se aplicó tal disposición en virtud del art. 20 del Reglamento que dispone: “La Junta Directiva tiene toda autoridad en la Asociación y en sus intereses, sin más limitación que la impuesta por las leyes eclesiásticas y civiles. Por consiguiente, todo lo que no esté ordenado o comprendido en el presente Reglamento, la Junta Directiva lo ordenará y dispondrá, haciendo constar sus resoluciones en el Libro de Actas para que sean ejecutadas”.

Llama la atención que el texto subrayado no haya sido citado a f. 92v (lo mismo sucede a f. 65 n. 2). Precisamente, tal limitación es la que se establece en el c. 308 y 316 § 2 antes mencionado.

Tampoco vale la mención del art. 40 del Código Civil argentino, pues la interpretación de f. 93 citada por la parte demandada va exactamente contra el texto el cual afirma: “Los derechos respectivos de los miembros de una asociación con el carácter de persona jurídica son reglados por el contrato, por el objeto de la asociación o por las disposiciones de sus estatutos”, sin ninguna otra delimitación de tales derechos.

Ahora bien, aplicar el art. 2 induciría a pensar que la parte actora ha sido suspendida por no profesar la fe católica o por no observar una conducta moral conforme a sus preceptos. En tal supuesto, no cabría una mera suspensión sino una real expulsión a tenor del c. 316 § 2, pero tal no fue la decisión de la Junta Directiva.

Se trató de una suspensión preventiva, lo cual ciertamente es una limitación del derecho de asociación que, al no estar contemplado en el derecho propio y tampoco ajustarse a lo preceptuado por el derecho universal, es ilegítima.

Se afirma que se trata de una decisión preventiva, y nos preguntamos de qué peligros se previene la Asociación al suspender los derechos de un socio. A f. 91v (igual a f. 66 n.10) se afirma que tales derechos suspendidos no afectan los denominados derechos «materiales» enunciados en el art. 10 del Reglamento de la Asociación, por lo cual también nos preguntamos cuáles serían los derechos no materiales suspendidos. ¿Se trataría de las indulgencias, privilegios y gracias espirituales mencionadas en el Acta de erección? Consideramos que si se mantenían los derechos materiales menos podían suspenderse los derechos espirituales, lo cual escapa a la competencia de la Junta Directiva. La parte actora afirma a f. 106 que “intuye” la intención de excluirlo de las asambleas. Sin embargo, tales asambleas de socios no son descriptas en la Constitución ni en el Reglamento, y la Junta Directiva es elegida por la Junta saliente cada dos años a tenor del art. 5 de la Constitución, por lo cual tampoco existe propiamente una asamblea electiva, y aún en tal supuesto la parte actora está excluida del acto eleccionario por haber renunciado a la Junta Directiva, como antes de dijo.

Dado que el c. 308 remite no sólo a los estatutos, los que en el caso no contienen disposición alguna referida a la expulsión ni a la suspensión de todos o alguno de los derechos de los miembros, sino también al derecho que en este caso está contemplado en el c. 316 § 2, el cual «in fine» afirma: “quedando a salvo el derecho de recurso a la autoridad eclesiástica sobre la que se habló en el can. 312 § 1”. Es decir, la Junta Directiva debería haber presentado el problema al Arzobispo de Córdoba, a quien compete la vigilancia sobre la Asociación Z a tenor del c. 312 § 1, 3° y el Acta de erección de la misma, para que se decidiera «iuxta legem».

La aplicación del c. 22 no corresponde al caso, pues se trata propiamente de «leyes civiles», es decir, de cuerpos normativos emanados del poder legislativo del Estado, y no de cuerpos normativos de personas jurídicas privadas a tenor del art. 33 del Código Civil de la República Argentina. Además, el c. 22 no canoniza el ordenamiento civil en su conjunto sino algunas leyes civiles a las cuales remiten expresamente algunos cánones.

Asimismo, cabe recordar que la Asociación Z no es una asociación sin fines de lucro reconocida por el Estado sin más, sino una asociación de fieles dependiente de un Instituto de vida consagrada canónicamente erigido que también tiene personalidad jurídica a nivel civil, precisamente para tutelar los derechos a tenor del c. 1284 § 1, 3°. Por tal razón, como lo afirma expresamente también el art. 45 del Código Civil argentino, aún en el caso de las asociaciones reconocidas civilmente, siempre quedan a salvo los derechos “de los prelados en la parte religiosa”.

Sería auspiciable que el derecho propio de la Asociación Z se armonizara lo antes posible con el CIC vigente y con la normativa exigida por la Dirección de Inspección de Personas Jurídicas de C1.

Derecho a la buena fama (c. 220)

9. Como antes afirmamos, la mención del art. 2 como fundamento de la suspensión, induce a pensar que la parte actora ha sido suspendido por no profesar la fe católica o por no observar una conducta moral conforme a sus preceptos. Sin embargo, tal enunciado exige que no se trate de meras suposiciones, sino de situaciones objetivas y demostradas en un proceso legítimo (cf. c. 221 § 2-3). Con lo cual negamos la pretensión de la parte demandada según la cual en tal decisión no exista una calificación moral, pues expresamente los textos antes citados asocian la suspensión al proceso en el foro civil por presunta administración fraudulenta.

No basta con afirmar que muy pocos conocieron la suspensión, como afirma la parte demandada a f. 66 n.11, a f. 94 y a f. 138, pues tanto el acta de la Junta Directiva como la carta documento son públicos por naturaleza, y es en un grupo de personas -cual es la Junta Directiva- donde se realizó tal afirmación.

Menos aún puede aceptarse la afirmación de la parte demandada en el escrito previo a la Audiencia, según la cual sería “lícito en moral y derecho descubrir pecados o denunciar delitos o irregularidades cuando están en juego bienes superiores de las personas de la Iglesia o de la propia comunidad civil” (fs. 137v-138). Sólo es lícito lo que es legítimo, y no puede ser legítimo ni lícito lo que no es moralmente bueno.

Como lo expresa el c. 220, se preserva la buena fama del daño ilegítimo, por lo cual se excluye la denuncia de delitos (los cuales en el derecho eclesial siempre son pecados) en el foro correspondiente. El exceso de la parte demandada no ha consistido en denunciar a la parte actora en el foro civil sino en tomar una decisión basada en el supuesto de que los hechos investigados ya están demostrados. ¿Si están demostrados para qué iniciar la investigación?, y si están demostrados, ¿porqué no accionar para obtener la restitución de los bienes en el foro civil y/o canónico? También en derecho canónico vale el antiguo axioma jurídico: toda persona es inocente hasta que se compruebe lo contrario.

IV. Parte dispositiva
10. Por todo lo expuesto, atendidas las razones de derecho y de hecho, habiendo oído a los Asesores, teniendo presente solamente a Dios, invocando el Nombre de Cristo el Señor, definitivamente juzgamos, fallamos y sentenciamos respecto a la fórmula de dudas propuesta, respondiendo:

Afirmativamente en sus dos capítulos, es decir, que consta que la parte demandada, ha lesionado el derecho de asociación y a la buena fama del Señor X.

11. Teniendo en cuenta que se trata de un foro eclesiástico que ha de obrar no sólo con justicia sino también con equidad:

a. Ordeno a la Asociación Z deje sin efecto de inmediato la suspensión que impusiera al Señor X en cuanto socio.

b. Notifico a la parte actora su obligación de “tener en cuenta el bien común de la Iglesia, así como también los derechos ajenos y sus deberes respecto a otros” (c. 223), el primero de todos, el de “observar siempre la comunión con la Iglesia, incluso en su modo de obrar” (c. 208).

Caso contrario, también será deber del Arzobispo de Córdoba, a tenor del c. 305, tomar los recaudos del caso en virtud del c. 316 § 2, razón por la cual se le informará de esta sentencia.

c. Establezco que los aranceles judiciales, los cuales ascienden a doscientos pesos ($ 200.-) sean pagados por ambas partes.

d. Recuerdo, según lo afirmado por el infrascripto a f. 52, que los conflictos laborales y penales -dado que este Tribunal carece de poder coercitivo- deben plantearse en el foro civil, sin perjuicio de eventuales causas al tratarse de bienes eclesiásticos.

12. Por lo tanto, ordenamos se publique esta sentencia a tenor del c. 1615.

13. La sentencia antes enunciada puede ser impugnada ante este Tribunal Interdiocesano de Córdoba por las partes:

a) mediante querella de nulidad a tenor de los cc. 1620 y 1622, en los plazos establecidos por el derecho (cf. cc. 1621 y 1623);

b) mediante apelación -para ser elevada al Tribunal Eclesiástico Nacional o al Tribunal de la Rota Romana- presentada en el plazo perentorio de quince días útiles desde la notificación de esta sentencia (cf. c. 1630 § 1).

En C1, en la Sede del Tribunal Interdiocesano de Córdoba, el 17 de junio de 1999.
Pbro. Dr. Carlos Ignacio Heredia
Juez
Segunda instancia

En el año vigesimotercero del Supremo Pontificado de S.S. Juan Pablo II, siendo S.E.R. Mons. Estanislao Karlic -Arzobispo de Paraná- Presidente de la Conferencia Episcopal Argentina y S.E.R. el Señor Cardenal Jorge Mario Bergoglio -Arzobispo de Buenos Aires y Primado de la Argentina-, Moderador de este Tribunal Nacional de Apelación, el día 28 de mayo de 2001, reunidos los señores Jueces José Bonet Alcón, Presidente del Tribunal Eclesiástico Nacional y Presidente del Colegio Judicial, Ariel David Busso, Vicepresidente del Tribunal Eclesiástico Nacional, y Hugo Adrián v. Ustinov, Ponente, con intervención del Sr. Promotor de Justicia Manuel R. Montes, siendo Notario Fabián Pedacchio Leaniz, en la causa sobre conflicto de derechos entablada entre el Señor X (actor en primera instancia) -patrocinado por el abogado A1-, y la Asociación Z erigida en la iglesia conventual de la Orden Z, en la ciudad de C1 (demandada en primera instancia y apelante) -patrocinada por el abogado A4-, en la presencia de Dios Nuestro Señor e invocando su protección, dictaron esta

Sentencia definitiva

I. Antecedentes

1.- La Asociación Z -erigida canónicamente el F1 por P4, Vicario General de toda la Orden en la iglesia conventual de la Orden Z, en C1- se rige:

a) Por su Constitución Oficial de fecha F2, aprobada por la Orden el F3, con nihil obstat del Obispado de Córdoba de fecha F4 del mismo año y reconocida a los efectos civiles por el Gobierno de la Provincia de C1, por Decreto N1, Serie 1, el F5.

b) Por el Reglamento interno sancionado el F6 y aprobado por el Provincial de la Orden el F7, con más las modificaciones dispuestas el F8, aprobadas por el Provincial de la Orden F9, con nihil obstat del Arzobispado de Córdoba de fecha F10. 

La mencionada Asociación, con fecha 30 de junio de 1999, presentó recurso de apelación contra la sentencia definitiva del Excmo. Tribunal Interdiocesano de Córdoba del 15 de junio anterior. Dicha sentencia: 1. declaraba constar que el derecho de asociación y el de buena fama del Señor X se habían visto lesionados por las disposiciones tomadas en su momento por las autoridades de dicha Asociación; 2. ordenaba a la Asociación dejar sin efecto de inmediato la suspensión que impusiera al mencionado Señor X en cuanto socio; 3. imponía el pago de las costas judiciales a ambas partes.

2.- La Asociación, al mismo tiempo, interpuso querella de nulidad de la sentencia.

3.- El Tribunal de Córdoba rechazó la querella de nulidad de su sentencia y elevó las actuaciones, junto con el recurso de apelación a nuestro Tribunal Nacional, en cuya sede fueron recibidas el 12 de agosto de 1999.

4.- Con fecha 27 de agosto de 1999, por Decreto del Presidente del Colegio judicial designado se declaró la nulidad de la decisión del juez de primera instancia (fs. 159-160) en cuanto rechazó la querella de nulidad de su propia sentencia, “por cuanto juzga, con incompetencia absoluta, aquello que corresponde resolver al Tribunal de Segunda Instancia” (fs. 163).

5.- El día 10 de septiembre de 1999, la parte apelante renunció a la querella de nulidad de la sentencia cordobesa y fundamentó el recurso de apelación (fs. 168 ss.).

6.- Finalmente, las dudas quedaron definidas por Decreto de 15 de noviembre de 1999, a fs. 207) y su contenido fue explícitamente consentido por ambas partes.

7.- Con posterioridad, ambas partes solicitaron la incorporación de documentación a las actuaciones y la apelante pidió que se llamara a prestar declaración a determinados testigos.

8.- Por decreto de fs. 232, notificado con fecha 9 de mayo de 2000 quedó desestimada la prueba de testigos. En efecto, en instancia de apelación y tratándose de dilucidar cuestiones de puro derecho y no cuestiones fácticas, existían en las actuaciones suficientes elementos como para llegar a una decisión.

9.- Después de dictado el Decreto de Publicación de fecha 3 de julio de 2000, todavía fueron incorporados nuevos documentos a las actuaciones.

10.- El Decreto de Conclusión lleva fecha de 25 de septiembre de 2000. Ambas partes presentaron oportunamente sus escritos de defensa sin efectuar ninguna impugnación al trámite del proceso.

11.- Venimos ahora a dictar sentencia definitiva de segunda instancia.

II. Fundamentos jurídicos y análisis jurídico de los hechos

12.- En las actuaciones está plenamente acreditado que, con fecha 18 de julio de 1998, el Señor X y su hermano presentaron sus renuncias a los cargos de Pro Tesorero y Mayordomo de la Asociación Z, tal como consta en Acta 424, de fojas 241 del Libro de actas de la Asociación, con firmas certificadas por escribano público (fs. 71-72). Sin embargo, a continuación existe un significativo agregado al acta, en el que se consigna que, retirados los hermanos X, se aceptan sus renuncias rechazándose sus términos y/o condicionamientos. Sin embargo, de la documentación no surge cuáles fueron los términos rechazados a los que se alude; además, en el punto 6º se decide convocar a una Asamblea extraordinaria para la renovación de las autoridades (fs. 72). La decisión resulta sorprendente en la medida en que la Constitución de la Asociación no prevé la existencia de una Asamblea. La Constitución dispone en su art. 5º, en cambio, que la Junta Directiva cesante elija a la nueva Junta para el período de dos años que ha de iniciarse (fs. 76 vta.); sólo el art. 7º de la Constitución de la Asociación menciona a la “asamblea”, pero del contexto se entiende que se trata de la reunión de la Junta Directiva y no de una asamblea general de miembros (cf. fs. 77).

13.- El 13 de noviembre de 1998, el Señor X dirigió a la Junta Directiva una carta documento en la que exigió que sus miembros “ratifiquen o rectifiquen manifestaciones que Uds. habrían vertido a terceros imputándome la calidad de defraudador”.

14.- En la misma carta documento, el mencionado Señor X añadió: “Atento que no existió la aceptación de mi renuncia al cargo de pro-tesorero, e integrante de la Comisión Directiva, me retracto de la misma y los intimo por 48 horas a permitirme cumplir con las funciones respectivas en dicha Comisión”.

15.- Con fecha 7 de diciembre de 1998 la Directiva de la Asociación resolvió “suspender a ambos (el Señor X y su hermano) en su condición de socios en virtud del Art. 2 de la Constitución Oficial de la Asociación y hasta tanto se expida la Justicia, comunicándole a ambos tal decisión”, según consta en el Acta 429 cuyo texto está glosado a fs. 114.

16.- La Asociación notificó al Señor X, por carta documento de fecha 9 de diciembre de 1998, que “la Junta Directiva, sin anticipar juicio, ya que será la Justicia a través de sus órganos competentes, quien debe expedirse, ha decidido suspenderlo a usted en su condición de socio de la misma, de conformidad a lo previsto en el art. 2º de la Constitución Oficial de la Asociación Z a partir del día 07 de Diciembre del cte. Año 1998” (fs. 46).

17.- El suspendido Señor X rechazó la medida, expresando en carta documento del 19 de diciembre de 1998: “Rechazo terminantemente por arbitraria, ilegítima y coactiva la sanción de suspensión que la Junta Directiva habría dispuesto en mi contra. Interpongo revocatoria y apelación en contra de la misma (...) Intímoles 24 hs. dejar sin efecto dicha medida, bajo apercibimiento de accionar en vuestra contra por el daño causado. Les sugiero que lean el art. 2º del Estatuto al que se refieren, y ratifiquen o rectifiquen en el mismo término vuestra imputación de que carezco de ‘conducta moral’ conforme los preceptos de la religión Católica Apostólica Romana, bajo apercibimiento de que vuestro silencio sea tomado como ratificación, en cuyo caso hago reserva de accionar criminalmente en vuestra contra” (fs. 47).

18.- El 2 de febrero de 1999, en Acta 431 de la Junta Directiva consta que la Junta estima la suspensión impuesta como “de carácter preventivo y no lesiona ningún derecho del mismo ya que se le reconocen los servicios materiales que dicha condición supone” (fs 119-120).

19.- El 7 de abril de 1999, ya iniciado el proceso ante el Tribunal Interdiocesano de Córdoba, la Junta Directiva de la Asociación, interpreta en Acta 433 que la suspensión impuesta al Señor X (cf. Acta 429) es “una medida de carácter cautelar, preventivo, no definitiva y, por lo tanto, dentro de las facultades que los fundadores confiaron a la Junta Directiva”; agrega que “Esta Junta, entendiendo que la medida de suspensión era de carácter preventivo, consecuentemente con el cual, con fecha 2/2/99 manifestó expresamente en el Acta 431 que dicha suspensión es de carácter preventivo y no lesiona ningún derecho del Señor X ya que se le reconocen los servicios materiales que dicha condición supone. Que lo precedentemente señalado se refiere expresamente y al solo efecto a los beneficios acordados a los Miembros en el Reglamento interno de la Asociación...” (fs. 124). Hay que advertir que la transcripción del acta obrante a fs. 62, 62 vta. y 63 no es fiel y no concuerda con el original (fs. 122 a 125), a pesar de que de ello dan fe las autoridades de la Asociación.

20.- Con respecto a la suspensión dispuesta, hemos de observar que el art. 9º de las Constituciones prevé la eventual expulsión de un vocal “si se ha hecho indigno de continuar en su puesto”. Del texto del artículo no resulta claro si la expulsión es de la Asociación o de la Junta Directiva. Pero la referencia que el texto hace a “continuar en su puesto” (de vocal) lleva a afirmar que la expulsión de la que se habla se refiere a la Junta Directiva. Por otra parte, aun cuando subsistiera la duda, al tratarse de una sanción, por aplicación de los principios generales del Derecho, la interpretación debe ser restrictiva.

21.- En ninguna disposición de la Constitución se prevé, al menos de manera explícita, la expulsión de los miembros de la Asociación en cuanto tal. Tampoco se prevé su suspensión.

22.- El Reglamento interno de F11 tampoco hace referencia alguna al respecto (cf. fs. 178-192).

23.- Si bien es atendible la argumentación de la parte apelante, en el sentido de que la medida de suspensión se funda en el art. 20 del Reglamento Interno de F7 (fs. 81), no es menos atendible que las facultades de la Junta no son discrecionales sino que están sujetas a las limitaciones de las normas vigentes, como lo señala el mismo artículo.

24.- En suma, es preciso responder a estas preguntas:

1. ¿Puede la Junta Directiva expulsar a un miembro de la Asociación? La respuesta es negativa, porque no hay normas que lo autoricen. En caso de eventual indignidad, las autoridades de la Asociación hubieran debido recurrir a la autoridad superior. Acierta en este sentido el Tribunal de Córdoba en su sentencia.

2. ¿Puede la Junta Directiva expulsar a un vocal de la Junta? Sin duda que sí, pero siempre que se haga lugar al derecho de defensa.

3. ¿Puede la Junta Directiva suspender a un integrante de la Junta? Es éste un tema que puede ser objeto de debate, pero aun cuando la conclusión fuera afirmativa, siempre es preciso reconocer y hacer posible el ejercicio del derecho de defensa, lo cual no ocurrió en la especie bajo examen.

25.- De todas maneras, cuando la Junta Directiva aplica la “suspensión” al Señor X, éste ya no es miembro de la Junta Directiva, porque había renunciado. Ante ese supuesto de hecho nos preguntamos:

4. ¿Puede la Junta Directiva “suspender” a un simple miembro? Respondemos que esa medida no está prevista ni en la Constitución ni en el Reglamento interno. Por lo que hay que regirse por principios generales. En cualquier caso, al tratarse de una medida que limita derechos, reclama la posibilidad de ejercer el derecho de defensa. Y esto tampoco se dio en la especie que examinamos.

26.- La apelante sostiene que no se lesionó ningún derecho del Señor X con la medida adoptada. En el supuesto de admitir el argumento, cabría preguntarse cuál es entonces el contenido objetivo de la supuesta “suspensión”. Y si no tiene ningún contenido hay que estimarla no sólo ineficaz, sino inexistente.

27.- El Señor X se manifiesta agraviado por el hecho de que en carta documento se le señala que la medida de suspensión se funda en el Art. 2 de la Constitución Oficial de la Asociación. No cabe duda de que dicha mención en un instrumento público afecta objetivamente la fama del interesado, que es imputado y sancionado sin que haya existido un procedimiento regular previo que incluyera la posibilidad del ejercicio de su derecho de defensa.

28.- Es inaceptable la argumentación de la apelante al sostener que se trataba (la suspensión) de una medida cautelar que no equivale a sanción. Si era una medida puramente cautelar, ¿qué bien jurídico pretendía proteger, puesto que el Señor X ya había renunciado como Pro Tesorero en la Junta Directiva y era un simple miembro? Por otro lado, el Capellán mismo cuando declara ante el Tribunal de primera instancia argumenta que “quien puede lo más puede lo menos” (cf. fs 56). Se refiere –equivocadamente- a la posibilidad de expulsar a un miembro. El Capellán es Director de la Asociación, y preside las sesiones de la Junta Directiva con voz y voto (Constitución art. . 3, 1º y 2º. Cf. fs 76 vta.). Ese argumento permite advertir que la mente de quienes tomaron la medida de “suspensión” era la de imponer una sanción.

29.- En cuanto a la renuncia presentada por el Señor X a su cargo de Pro Tesorero, la misma debe ser considerada eficaz y su retractación ineficaz, sea cual fuere la autenticidad del agregado al acta 424. 

Por todo lo cual

30.- Oídas que fueron las partes, cumplidos todos los pasos procesales establecidos en las normas vigentes, habida cuenta de lo señalado en los fundamentos de Derecho y en el análisis jurídico de los hechos, e invocado el Santo Nombre de Jesucristo Nuestro Señor y Juez, en la presencia de Dios, respondiendo a las dudas formuladas, nosotros Jueces de este Tribunal Eclesiástico Nacional de Segunda Instancia fallamos y definitivamente sentenciamos:

Confirmando la sentencia apelada y declarando inexistente la “suspensión” aplicada al Señor X por la Junta Directiva de la Asociación Z erigida en la iglesia conventual de la Orden Z, en la ciudad de C1.

Ordenando a dicha Asociación abstenerse de cualquier acción que impida o limite los derechos que tiene Señor X como miembro de la misma Asociación.

Ordenando a la Asociación Z erigida en la iglesia conventual de la Orden Z, en la ciudad de C1, publicar por un día el texto completo de esta sentencia en el diario Periódico 1, de la ciudad de C1, a los efectos de reparar la lesión al derecho a la buena fama del mencionado Señor X, para lo cual se le fija un plazo de un mes a partir de la fecha de notificación de la presente. De lo cual, una vez hecho, deberá dar cuenta a este Tribunal Nacional, mediante el envío de dos copias de la publicación correspondiente.

Costas en esta instancia del proceso a cargo de la parte apelante. Se fijan las costas judiciales para esta instancia en $ 700.- (Setecientos pesos convertibles) a pagar por cheque a la orden de la Conferencia Episcopal Argentina. Los honorarios profesionales se regulan en $ 400.- (Cuatrocientos pesos convertibles) los del Dr. A1; y en $ 500.- (Quinientos pesos convertibles) los del Dr. A4.

Notifíquese a las partes, al Sr. Promotor de Justicia y al Tribunal a quo.
Se recuerda a las partes que esta nuestra sentencia puede ser legítimamente impugnada a tenor de las disposiciones de los cc. 1619-1627 y 1643-1648.

Buenos Aires, 28 de mayo de 2001.

José Bonet Alcón, Presidente

Ariel David Busso
Hugo Adrián v. Ustinov, Ponente

Tercera instancia

Coram R. P. D. Augustino De Angelis, Ponente
Iuris consociationis; laesionis bonae famae

Incid.: nullitatis sententiae et restitutionis in integrum

(D.Nus X - Confraternitas “Z”)
Prot. N. 18.987 - B. Bis 50/04

Decretum turni

Infrascripti Patres Auditores de Turno, in sede Tribunalis Romanae Rotae die 7 maii 2004 legitime congregati ad definiendas quaestiones incidentales in causa de qua in epigraphe, seu: “an constet de nullitate sententiae Tribunalis Nationalis Argentinae diei 28 maii 2001 et, quatenus negative, an restitutio in integrum vel nova causae propositio admittenda sit in casu”, sequens ediderunt decretum.

Species facti

1.- X, qui die 18 julii 1998 officio camerarii Consociatio Z renuntiaverat ob defectum fiduciae ex parte aliorum sodalium, decreto Consilii eiusdem Consociationis die 7 decembris 1998 lato a conditione sodalis ad cautelam suspensus est, una cum alio socio, hisce de causis: “Atento la gravedad de los hechos sucedidos y actos realizados durante la administracion anterior de esta Asociación hasta el 18.07.98, cuya investigacion se solicitó a la justicia mediante denuncia penal, y la actitud intimidatoria asumida por Señor X y su hermano, con posterioridad a su renuncia a los cargos que detentaban el la Junta Directiva, en contra de la Asociación y los miembros de la Junta Directiva” (Sent. Trib. Corduben. 15 iunii 1999, n. 7).

2.- Libellum supplicem die 13 aprilis 1999 d.nus X Tribunali Cordubensi porrexit quo Consociatio violasse sustinetur ius consociationis (can. 215) et quidem actoris ius bonae famae (can. 220).

Tribunal aditum Sententia diei 15 iunii 1999 affirmative respondit ad utrumque dubium concordatum seu constare de laesione iuris associationis et iuris bonae famae actoris ex parte confraternitatis conventae.

Appellante Conosciationis conventa die 30 iunii 1999, Tribunal Appellationis Nationale Argentinae sententia diei 28 maii 2001 decisionem Tribunalis Cordubensis in toto confirmavit.

3.- Pars conventa seu Consociatio, quae novam deliberationem statutis conformem ferre certo potuisset loco deliberationis diei 7 decembris 1998, a duobus sententiis illegitimae declaratae, impugnare maluit sententiam diei 28 maii 2001 ideoque Praesidi Tribunalis Nationalis Argentinae die 10 julii 2001 instantiam exhibuit, qua proposuit querelam nullitatis ad normam canonum 1619-1627 et novam causae propositionem seu causae revisionem ad normam canonum 1643-1648.

4.- Tribunal Nationale Argentinae decreto diei 26 novembris 2001 explicite edixit causam post duplicem sententiam conformem in rem iudicatam transiisse; quaestionem nullitatis sententiae et restitutionis in integrum pro sua competentia negative dimisit, dum petitionem pro nova causae propositione non admissibilem declaravit cum non ageretur in casu de causa circa statum personarum.

Pars conventa tunc instantiam impugnationis Exc.mo Decano Romanae Rotae misit, in Cancelleria N.A.T. die 27 julii 2002 receptam. Textus provocationis ad N.A.T. vix intellegibilis videtur, cum petitum iisdem verbis exponatur ac in praecedenti recursu Praesidi Tribunalis Nationalis Argentinae exhibito, nempe: “6.1. Por lo expuesto se deberá tener por interpuesta la presente apelación contra la sentencia definitiva fechada el 28 de mayo de 2001. 6.2. Sin más se deberá elevar la causa al Tribunal de la Rota Romana...”.

Turno in Rota constituto, cuique parti Patronus ex officio datus est, atque Ponens, praevio voto Promotoris Iustitiae N. A. T. diei 7 iunii 2003, die 3 iulii 2003 quaestiones per memorialia tractandas esse decrevit.

Nunc vero, exhibitis memorialibus Patroni ex officio actoris diei 18 decembris 2003, Patroni ex officio partis conventae diei 9 januarii 2004 et Promotoris Iustitiae N.A.T. diei 20 ianuarii 2004, quaestiones incidentales ad solutionem veniunt.

In iure et in facto

5.- De iure consociationis. “Debita cum auctoritate ecclesiastica relatione servata, ius est laicis consociationes condere et moderari conditisque nomen dare” (decr. Apostolicam Actuositatem 18 nov. 1965, n. 19).

Cum plures christifideles in finem communem persequendum pacto consociantur, normae quibus consociatio regenda est ex communi sodalium voluntate oriuntur: statuta igitur sunt ordinationes quibus definiuntur consociationis finis, constitutio, regimen atque agendi rationem (cf. can. 94 § 1) et quibus obligantur nedum socii sed praesertim ii qui consociationem moderantur (cf.. can. 94 § 2).

Cum finis communis mutua sociorum cooperatione, libere praestita, obtinetur, sociis potius obligationes et officia competunt quam iura. Sodalium iura sensu stricto, seu facultates quibus unusquisque sodalis gaudet, sequentes esse videntur: ius partem habendi et vocem ferendi in congregatione generali sodalium, ius eligendi consociationis officiales et ius ferendi votum in decidendas quaestiones positas.

Relationes inter consociationem ipsam et sodales statutis reguntur; neque deliberationes consilii vel internae regulae statutis contradicere vel derogare possunt, praesertim quod attinet ad iura subiectiva sodalium, quin laesionem iuris consociationis constituant.

Deliberationes autem quae respiciunt vel rationem agendi ad bonum commune vel modum quo officia consociationis exercenda sunt potius ad bonum commune quam ad iura sociorum attinent, ideoque ius sodalium vix laedere valent.

6.- De iure bonae famae. Praetermissis considerationibus ordinis generalis circa bonam famam quae iure naturae omnibus personis debetur, quod attinet ad relationes inter sodales cuiusvis consociationis, distinctionem prae oculis habenda est inter actus vel censuras quae in personam diriguntur ideoque laedere possunt ius subiectivum bonae famae ipsius personae et actus vel censuras quae moventur adversus modum quo quidam sodalis officium in consociatione gerit.

Etenim si quis munus vel officium ad bonum publicum obtinendum in consociatione vel in civitate libere recipit, eo ipso suum modum gerendi rem publicam iudicio omnium submittit, quorum bonum publicum interest. Et si officium per tempus gerit quin damna sodalibus et societati inferat, revera optimam famam meretur. Sed si in censuram incidit et ab officio dimittitur, vel denuo non eligitur, vel obsecratur a sodalibus vel civibus, non eo ipso laesionem bonae famae patitur. Iudicium enim huiusmodi non attinet ad personam sed potius ad modum quo ipse publicum officium gerit. Et sodales vel cives, quorurn bonum publicum interest, ius habent ferendi iudicium ita dictum politicum seu censuram in officiales qui bonum publicum haud sufficienter promovent.

Si contra quis removetur vel suspenditur a iuribus consociationis, tunc ipsa persona repellitur et ad modum leprosi vitandi a congregatione arcetur; certo in hoc casu habetur laesio bonae famae ipsius personae, praeterquam actas illegitimus.

7.- De sententiarum conformitate. Tribunal Nationale Argentinae merito censuit causam in rem iudicatam transiisse post duplicem sententiam conformem. Argumentum contrarium a Patrono partis conventae allatum ex circumstantia quod Tribunal appellationis in sententia diei 28 maii 2001 modum publicationis diversum ab illo in praecedenti gradu adhibito determinaverit, conformitati senteritiarum minime obstat. Etenim res iudicata habetur, ad normam canonis 1641, “si duplex intercesserit inter easdem partes sententia conformis de eodem petito et ex eadem causa petendi”. Non requiritur sententiarum conformitas quoad elementa accessoria, uti modum publicationis, quae ad obiectum et causam non attinent.

8.- De nullitate sententiae. Patronus partis conventae conquestus est, quoad substantiam, de eo quod Tribunal appellationis in sententia diei 28 maii argumenta pro conventa in actu appellationis diei 30 iunii 1999 allata non consideraverit; sed ipse ne normam quidem praecisare valuit canonis 1620 vel 1622 ex qua sententiae nullitas oriretur in casu. Ad substantiam impugnationis quod attinet, iuvat in memoriam recolere quod sententia debet “exponere rationes seu motiva, tum in iure quam in facto, quibus dispositiva sententiae pars innititur” (can. 1611 n.3), sed non necessario respondere omnibus et singulis argumentis a Patronis propositis, iis praesertim quae manifeste ad casum non pertinent.

Argumenta quae a Patrono partis conventae proposita sunt post primam decisionem in actu appellationis diei 30 iunii 1999, n. 3, sic breviter resumi possunt:

a) confraternitas non habet naturam tertii ordinis de quo in can. 303, uti dicitur a judice primi gradus; agitur de associatione privata persona iuridica, in specie de associatione aliquo modo unita instituto religioso ad mentem can. 311 (cf. actus appellationis diei 30 iunii 1999, n. 3.1.2);

b) confraternitas regitur a iure civili, uti constat ex decreto auctoritatis civilis C1 diei 17 ianuarii 1933, (ibidem, n. 3.1.8);

c) associatio sua iura defendere potest in ambitu iuris publici cum eiusdem bona reguntur a libro quinto Codicis ut bona Ecclesiae (ibidem 3.1.10);

d) associationes vigilantur a hierarchia sed constituuntur a fidelibus, e quorum voluntate oritur quoque potestas regendi associationes (ibidem 3.2.1.4);

e) iura consociationis et essentialia limitem tenent ex bono publico datum (ibidem 3.2.1.5);

f) ius bonae famae actoris minime violatum est, cum confraternitas notitiam dimissionis de facto non divulgaverit (ibidem 3.2.2).

Ex argumentis supra expositis duo tantum pertinent ad casum, illud nemque sub littera e), connexum cum affirmatione naturae cautelaris non definitive sanctionatoriae suspensionis, et argumentum sub littera f) quod notitia de facto suspensiones diffusa non sit in casu.

Sententia diei 28 maii 2001 argumentas de merito a Patrono partis conventae propositis sufficienter respondere videtur, cum affirmat circa ius consociationis: suspensio, sub n. 25 et n. 26: “Al tratarse de una medida que limita derechos, reclama la posibilidad de ejercer el derecho de defensa” (Sent. n. 25)... “Y si no tiene ningún contenido” eadem suspensio uti mensura cautelaris “hay que estimarla no solo ineficaz, sino inexistente” (Sent. n. 26).

Etiam quoad ius bonae famae eadem sententia responsionem dedit sub n. 27: “No cabe duda que dicha mención en un instrumento público afecta objetivamente la fama del interesado”.

Turnus igitur querelam nullitatis sententiae negative dimittendam esse censuit ideoque decretum Tribunalis Nationalis Argentinae diei 26 novembris 2001 etiam sub hoc respectu confirmandum esse in casu.

9.- De restitutione in integrum. Decisio qua Tribunal Nationale Argentinae petitionem restitutionis in integrum negative dimisit motivationem tulit quod eadem petitio nulla ratione fundata sit de quibus in can. 1645 § 2, nn. 1°, 2°, 3°.

Turnus talem decisionem negativam plane confirmat, cum revera nullum argumentum ad rem habeatur in actu impugnationis ad H.A.T.

Turnus, pro sua competentia, quaestionem quoque consideravit restitutionis in integrum ad normam can. 1645 § 2 n. 4, in hypothesi quod legis non mere processualis praescriptum evidenter neglectum esset in casu.

Cum in instantia impugnationis, praeter generalem citationem canonum 1643-1648, nullum argumentum ad rem propositum sit a parte conventa, neque indicatum sit praeceptum legis quod violatum esset in casu, Turnus nihil aliud decernere potest nisi dubium negative dimittere.

10.- De nova causae propositione. Tribunal Nationale Argentinae merito a limine reiecit quaestionem novae causae propositionis, cum non ageretur de causa de statu personarum neque idem Tribunal competens esset.

Turnus rotalis, cum competentia polleat ad tractandam admissionem novae causae propositionis, praescriptum can. 1643 ad casum non applicari censuit. Dubium oriri potest ex analogia inter praesentem casum et dimissionem religiosi ab Instituto; sed, cum dimissio ab Istituto comportat transitum personae ad statum laicalem, in casu dimissionis fidelis a consociatione nulla datur immutatio circa statum personae dimissae; ideoque agitur tantum de causa iurium. Hanc igitur quaestionem Patres negative dimittere censuerunt.

11.- Quibus omnibus in iure et in facto rite perpensis infrascripti Auditores de turno propositis quaestionibus incidentalibus “an constet de nullitate sententiae Tribunalis Nationalis Argentinae diei 28 maii 2001; et, quatenus negative, an restitutio in integrum vel nova causae propositio concedenda sit in casu” respondentes decreverunt:

Negative ad omnia.

Quod notificetur omnibus quorum interest ad mines iuris effectus. Romae, in sede Romanae Rotae, die 7 maii 2004.

Antonius Stankiewicz, Decanus
Joseph M. Serrano Ruiz
Augustinus De Angelis, Ponens

Pius Eheobu Okpaloka, Not.

� Cf. cáns. 1656.1670).


� Cf. can. 1657.


� Cf. can. 312 § 2.


� El hermano del actor también había renunciado a sus funciones en la Junta Directiva de la Asociación Z.


� Cf. can. 221 §§ 2 y 3.


� Cf. cáns. 1625 y 1629, 2°.


� Cf. can. 1641, 1°.


� “...intercesserit inter easdem partes sententia conformis de eodem petito et ex eadem causa petendi” (can. 1641, 1°).


� Cf. cáns. 208-223.


� Cf. cáns. 215 y 220.
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